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ASUNTO 

A través de este pronunciamiento, la Sala resuelve lo pertinente con ocasión del recurso de apelación interpuesto por el apoderado de Beatriz Bernal Méndez, en contra de la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira.

ANTECEDENTES

El 15 de abril de 2004, se presentó a la Oficina de Extranjería del D. A. S. Seccional Risaralda, ubicada en la avenida 30 de agosto No. 26- 37 de la ciudad, la señora Mónica María Cortés Rodríguez, identificada con la cedula de ciudadanía No. 31.431.459, con el fin de poner en conocimiento de las autoridades pertinentes la obtención de documentos españoles falsos a su nombre, como fueron: ‘un pasaporte español, una tarjeta de identificación, una tarjeta de identificación del Colegio Nacional de Madrid y un permiso de conducción español’, todo por intermedio de la señora Beatriz Bernal Méndez, quien se desempeñaba como tramitadora de visas en la carrera 8 No. 18- 60 oficina 308 edificio Esteban Valencia de Pereira.

Según lo manifestado por la denunciante, esta pretendía salir del país hacia los Estados Unidos, motivo por el cual recurrió a la señora Bernal Méndez, quien dice ser experta en trámite de visas y demás documentos en materia de migración, la cual le manifestó que el costo del trámite de sus documentos era de ocho millones de pesos ($8’000.000) el cual se lo pagó en dos cuotas de cuatro millones, una fue consignada en la cuenta de Conavi No. 7060005485936, pero al momento de concretarse el negocio como se tenía acordado, la señora Beatriz Bernal no le entregó a Mónica María la visa estadounidense, la cual reemplazó por unos documentos de procedencia española y le dijo que la ruta para llegar a Estados Unidos que era el destino final, seria Pereira-Bogotá, Bogota-Ecuador, Ecuador-España, España-Estados Unidos.

La señora Mónica Maria inició su viaje al Ecuador como estaba planeado pero decidió volverse para Colombia porque otras personas que habían tratado de viajar con unos documentos iguales a los suyos estaban siendo procesadas penalmente en el vecino país. Al regresar a Colombia se encontró con Beatriz Bernal a quien requirió la devolución del dinero pero ella se negó  a hacerlo. 

La señora Mónica Maria decidió denunciar los hechos y una vez llegó a conocimiento de la Fiscalía lo manifestado por la ofendida, se ordenó realizar prueba de autenticidad de los documentos allegados por la denunciante, la cual dio como resultado que el pasaporte español era auténtico, pero había sido adulterado en la parte correspondiente a la hoja de datos. Con respecto a la tarjeta de identificación española, se pudo demostrar que es falsa  íntegramente y sobre la tarjeta de identificación del Colegio Nacional de Madrid y permiso de conducción español, no se dictaminó, por no tener documentos para cotejos.

Es de suma importancia también reseñar que para el día 26 de noviembre de 2004, se formuló denuncia en contra de la hoy procesada por el abogado Miguel Ocampo Agudelo, quien obró como apoderado de la señora Gloria Patricia García Salazar por el delito de estafa, por hechos similares a los analizados hoy por esta Sala. De acuerdo con el estudio rendido por el grupo operativo del Área de Identificación y Criminalística del D. A. S. sobre dos visas que fueron entregadas a la ofendida Gloria Patricia García Salazar cuyo número de visa 33501418 pertenecía  a la señora Amparo Alzate Hernández y la que le fue entregada al menor hijo de Gloria Patricia de nombre Jhon Jairo Arango García No. 33548108 era de propiedad del señor Fabio Mercado Monedero, las cuales fueron reportadas como robadas a sus propietarios. 

Así mismo, el 24 de noviembre de 2004 en las instalaciones de la Fiscalía Seccional de Cali, se presentó la señora Xenia Liliana González Guevara para ampliar denuncia escrita en contra de Beatriz Bernal, por las conductas punibles de estafa y falsedad en documentos, y narró unos hechos y móviles muy similares a los expresados en anteriores oportunidades por las demás denunciantes en contra de la misma persona que hoy es procesada en el caso que nos ocupa.

El día 26 de noviembre de 2004 se recibió denuncia formulada por el ciudadano Abel Antonio Hernández Guevara contra esta misma persona, por el delito de estafa ya que según lo narrado, en el mes de julio de ese año, la abogada Bernal le pidió la suma de ocho millones quinientos mil pesos ($8’500.000), para enviar a su esposa para España, el dinero fue cancelado y jamás la denunciada tramitó o entregó documentos para llevar a cabo el viaje por los denunciantes.

Una vez practicadas las pruebas necesarias y recibidas las declaraciones e indagatorias pertinentes, la Fiscalía procedió a cerrar la etapa de investigación, acusó a Beatriz Bernal Méndez como presunta autora responsable de la conducta punible de falsedad en documento público y dispuso precluir a favor de la misma la investigación adelantada en su contra por el punible de estafa.

LA DECISION DE PRIMER GRADO

Cumplida la ritualidad propia del juicio, se profirió fallo de primer grado por el cual se condenó a Beatriz Bernal Méndez a 36 meses de prisión al ser declarada responsable del delito de falsedad en documento público, más la accesoria de rigor y se le otorgó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

SUSTENTACIÓN 

Afirma el recurrente que según su entender el delito que se le atribuye a su representada es una conducta castigada con pena aflictiva de la libertad, cuando se trata de documentos expedidos por autoridad pública legalmente constituida, pero para nada interesan a nuestros legisladores, a nuestros jueces, a nuestra sociedad, documentos extranjeros como pasaporte español, permiso de conducción español y otros elementos que se aportaron como prueba en el proceso.

Asevera que estos documentos no ostentan la categoría de públicos ni de privados no gozan de ninguna protección de nuestro país, no nos interesa su legitimidad u origen espurio, ni quien lo elaboró, participó en su confección, o los utilizó. Considera que se trata de una falsedad inocua. 

Asegura que no existen los requisitos sustanciales de nuestro Código de Procedimiento Penal para proferir en contra de su defendida sentencia condenatoria, ya que no se trajeron al expediente las pruebas tanto de la materialidad de la acción como de la responsabilidad de la acusada, y termina sosteniendo que la culpa es del mismo error en que cayeron las presuntas victimas.

Aduce que la intermediación no está establecida ni en la actual ley ni en la anterior, ni siquiera en el código hammurabi, como forma de la responsabilidad en las conductas criminales.

COSIDERACIONES

1. COMPETENCIA

La Sala se encuentra habilitada para conocer y decidir sobre el recurso que ocupa su atención, en virtud de los factores objetivo, funcional y territorial que determinan la competencia, y de lo estipulado por el numeral primero del artículo 76 de la ley 600 de 2000, bajo cuya égida se desarrolla este trámite procesal.

2. PROBLEMA JURÍDICO 

Le corresponde a la Corporación determinar si le asiste razón al impugnante en la censura que hace a la sentencia de condena que se revisa, en cuyo caso habrá de revocar, modificar o adicionar dicho pronunciamiento. De encontrarse ajustado a los presupuestos de la legalidad, naturalmente se impondrá su ratificación.

SOLUCIÓN 

Acatando el rito procesal establecido por la ley 600 de 2000, para efectos del juicio se partió de una resolución emanada de la Fiscalía 17 Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Pereira, mediante la cual se formuló acusación contra la señora Beatriz Bernal Méndez, en virtud de la posible comisión del delito de falsedad material en documento público, y excluyó el tipo penal de estafa, por el cual profirió en su favor preclusión.

El fallo proferido en primer grado se cimentó en la acreditación plena de la materialidad del hecho, con fundamento en la prueba grafológica realizada inicialmente al pasaporte de origen español y el documento de identidad nacional del mismo país expedidos a nombre de Mónica María Cortés Rodríguez, luego se realizó la pericia a dos visas de residencia expedidas por la autoridad norteamericana a nombre de Gloria Patricia García Salazar y Jhon Jairo Arango García. En efecto, el perito en documentos del Área de Identificación y Criminalística del D. A. S. determinó que tanto los unos como los otros presentaban alteraciones por cambio en la fotografía y sus datos biográficos.

Determinó el fallador el alcance y significado de ‘documento público’ como acepción legal para concluir que las visas y pasaportes expedidos por las dependencias de relaciones exteriores acreditadas en cada país mediante las embajadas o consulados, tienen la categoría de documentos públicos, como ocurre en el caso concreto en que se adulteraron un pasaporte y documento de identidad de la república de España y dos visas presuntamente expedida por las autoridades norteamericanas.

Sobre el aspecto subjetivo como factor determinante de la responsabilidad penal, lo hizo consistir en la aceptación por virtud de una confesión calificada de haber participado en el hecho, al referir que ella recibió los documentos y el dinero con la finalidad de tramitar las visas objeto de la falsedad, destacando que desempeñó un rol directo entre la generación del documento y la entrega al cliente, por lo que dedujo coautoría, la que definió en los términos establecidos por el Código Penal.

Se expone que existió por parte de Beatriz Bernal Méndez al momento de rendir explicaciones mediante indagatoria una confesión calificada, en cuanto la Sala admite como verdad lo que narra frente a su compromiso penal en el sentido de haber aceptado que sirvió como intermediaria para la entrega a sus destinatarios de las visas norteamericanas falsas. No es de recibo la justificación que pretende introducir al señalar a unas personas a quienes solo identifica por los nombres de ‘Amanda’ y don ‘Arturo’ como las encargadas de tales gestiones, porque nunca los individualiza ni identifica en forma plena.

También aparece muy extraño y casual que si eran otras las personas que realizaban esta labor Beatriz fuera la única que recibió los documentos, el dinero y entregó los pasaportes y las visas espurias. De otra parte, sobre ella recaen directamente señalamientos hechos por otras personas además de Mónica María Cortes Rodríguez, de haber sido el contacto para obtener documentos personales de autoridades extranjeras, lo cual de paso permite desvirtuar la excusa que plantea.

La censura que formula la defensa se fundamenta en la posible inocuidad de la falsedad, al señalar que los documentos que aparecen como adulterados no tienen la calidad de tales en nuestro país, ya que son expedidos por autoridad extranjera y por tanto no gozan de protección en nuestra legislación.

Acerca del tema relacionado con los documentos expedidos por autoridad extranjera, debe precisarse que en nuestra legislación éstos tienen el carácter de públicos, afirmación que se hace con fundamento en la siguiente explicación.

El artículo 251 del C. de P. Civil inicialmente define qué se entiende por documento, para luego en su inciso tercero concretar:

“Documento público es el otorgado por el funcionario público en ejercicio de su cargo o con su intervención. Cuando consiste en un escrito autorizado o suscrito por el respectivo funcionario, es instrumento público; cuando es otorgado por un notario o quien haga sus veces y ha sido incorporado en el respectivo protocolo, se denomina escritura pública”.

Esto en cuanto a la legislación nacional que en manera alguna hace excepción o distinción sobre los documentos producidos en nuestro país o sobre los provenientes de autoridad extranjera.

Como debemos recurrir a legislación foránea ya que el asunto versa sobre un pasaporte de origen español y un documento de identidad personal emanado del mismo Estado, en efecto, sobre ellos se ha expedido la Ley Orgánica 1 de 1992 que regula la protección de la seguridad ciudadana, en cuyo artículo noveno ordena:

“1. Todos los españoles tendrán derecho a que se les expida el Documento Nacional de Identidad, que gozará de la protección que a los documentos públicos y oficiales otorgan las leyes, y que tendrá, por sí solo, suficiente valor para la acreditación de la identidad de las personas”.

Y, sobre la regulación del pasaporte como documento de identidad en el extranjero, se ha expedido el Real Decreto 896 de 2003, que dispone:

“Artículo 1. Naturaleza del pasaporte ordinario y funciones.

“El pasaporte ordinario español es un documento público personal, individual e intransferible, expedido por los órganos de la Administración General del Estado que en este real decreto se señalan, que acredita, fuera de España, la identidad y nacionalidad de los ciudadanos españoles salvo prueba en contrario, y, dentro del territorio nacional, las mismas circunstancias de aquellos españoles no residentes”.

Con fundamento en las disposiciones anteriores, encuentra la Sala que estos tienen la calidad de documentos públicos porque la misma legislación interna de la República de España les da tal categoría, y para despejar la duda del abogado de la defensa, respecto del valor probatorio de los documentos extranjeros en Colombia, debemos acudir a la ley 455 de 1998 publicada en el Diario Oficial No. 43.360, el 11 de agosto de año citado, por medio de la cual se aprobó la convención sobre la abolición del requisito de legalización para documentos públicos extranjeros, suscrita en La Haya el 5 de octubre de 1961.

Con esta disposición de orden internacional incorporada a nuestra legislación interna por el Congreso de la República, resulta suficiente para concluir que la tesis de la defensa sobre la presunta inocuidad de la falsedad, ante la carencia de valor probatorio de los documentos extranjeros en Colombia, no tiene prosperidad.

Con relación a las visas, las cuales corresponden a documentos internos de cada país que se expiden a los extranjeros con la finalidad de legalizar su permanencia temporal o permanente en su territorio, estas en Colombia también adquieren la calidad de documentos públicos, en la medida en que se requiere de su presentación a la sección de extranjería del Departamento Administrativo de Seguridad D. A. S., con la finalidad de autorizar su salida del país hacia otro. En efecto, el decreto 4000 de 2004, que modificó el 2107 de 2001, ordena:

“ARTÍCULO 96. Para salir del territorio nacional, las personas deberán presentar a las autoridades migratorias los siguientes documentos:

“96.1 Pasaporte vigente o documento de viaje válido que lo reemplace o documento de identidad, según el caso.

“96.2 Visa o permiso vigente, según el caso.

“96.3 Cédula de ciudadanía para los nacionales colombianos o cédula de extranjería vigente para los extranjeros, cuando así corresponda.

“96.4 Salvoconducto en los casos establecidos en este Decreto”.

La visa es una autorización que le permite a un ciudadano extranjero ingresar a un país a través de sus fronteras. Conforme con las disposiciones estadounidenses, la responsabilidad de emitir las visas está delegada al Departamento de Estado, a través del Servicio de Inmigración y Naturalización de los Estados Unidos. Uno de sus funcionarios consulares, tras examinar los documentos y realizar una breve entrevista, decide si califica para recibir una visa, en un proceso llamado ‘adjudicación’.

Este documento ostenta la calidad de público en virtud a que su expedición tiene como origen una función del Estado norteamericano y se expide por un miembro suyo. Pero además, el mismo adquiere valor probatorio ante las autoridades de extranjería legalmente establecidas en Colombia, como lo es el D. A. S., entidad que con fundamento en el soporte que constituye la visa, permite la salida del país de un nacional. Por consiguiente, la adulteración de tales documentos así tengan su origen en autoridades extranjeras acreditadas en Colombia, constituye el tipo previsto por el artículo 287 del Código Penal.

Como último tema objeto de censura, se plantea por la defensa un error en el tipo penal seleccionado, al considerar que la conducta se adecua al descrito en el artículo 295 in fine denominado como falsedad para obtener prueba de hecho verdadero, con fundamento en lo cual, depreca la declaratoria de nulidad.

Para decantar el asunto, la Colegiatura ha de referirse nuevamente a los hechos, los cuales consistieron en el encargo que se le hizo a la señora Bernal Méndez, para que consiguiera los documentos necesarios a los denunciantes con la finalidad de obtener ingreso a los Estados Unidos de América. Para el efecto, consiguió pasaporte español, y documento de identidad personal del mismo Estado a nombre de la señora Mónica María Cortés Rodríguez, quien en realidad es ciudadana colombiana, identificada con la cédula de ciudadanía No. 31.431.459 expedida en Cartago Valle.

El haber entregado a la señora Cortés Rodríguez un pasaporte para acreditar una nacionalidad española a una ciudadana colombiana, no entraña prueba de hecho verdadero; tampoco lo es el documento nacional de identidad personal que expide la República de España a sus naturales, porque en realidad la señora Mónica María, se reitera, posee sólo la ciudadanía colombiana.

La verdad es que pese a la genuinidad del papel en que se elaboraron los documentos, su contenido es apócrifo, es decir, que no concuerda con la verdad, por lo que el mismo entraña una falsedad material, pues trasluce una prueba de hecho falso, y en las mismas condiciones se encuentran las dos visas norteamericanas expedidas a nombre de Gloria Patricia García Salazar y Jhon Jairo Arango García.

Al efecto la jurisprudencia penal ha indicado:

"… la falsedad como tal, en cualquiera de sus modalidades, es genéricamente aquella conducta mediante la cual el agente pretende hacer aparecer como verdadero aquello que en realidad no lo es.

"En tratándose de falsedad material, particularmente, ésta consiste en la creación total de un documento falso, o en la imitación de uno que ya existe, o simplemente en la alteración del contenido de un documento auténtico. Esa formación total o parcial, puede recaer tanto en documento público como privado.

"Sobre este aspecto, se ha dicho que la falsedad total propia, es aquella en la cual el sujeto activo crea en su integridad el documento, tanto el contenido como su procedencia, también llamada por algunos genuinidad (tenor), de modo que lo suscribe quien en realidad no lo elaboró o se le hace aparecer como si proviniese de allí.

"La segunda forma de falsedad material es la parcial o impropia, que consiste en la creación de alteraciones en un texto ya confeccionado, de tal manera que se le agregan o suprimen algunos aspectos de su contenido.

"En el caso concreto de la conducta que describe el art. 220 del C. P., que sanciona al particular que falsifique materialmente documento público, resulta plenamente viable que en el caso de confección total del mismo quien así actúa se haga acreedor de la sanción prevista en la mencionada norma.

"La Sala no comparte la tesis de que un particular, por no tener función certificadora, no incurra en esta conducta cuando crea totalmente un documento público y sí cuando lo altera parcialmente. Si de lo que se trata es de proteger la fe pública y por ende la confianza de los asociados, resulta menos que lógica una conclusión de esa naturaleza, porque, precisamente el agente se está aprovechando del crédito que su calidad "pública" genera en la comunidad para introducir al tráfico jurídico un documento con tal apariencia y de esa manera obtener su propósito a sabiendas de que sólo es posible mediante la utilización de un documento con esas características.

"De modo que si se regresa al concepto genérico de falsedad -hacer aparecer como real algo que no lo es- no queda descartada la hipótesis de la que se viene hablando, porque precisamente se está haciendo aparecer como público, un documento que en realidad no lo es”
.

En conclusión, la falsedad de particular en documento público se comete tanto por quien añade algo a un documento como por quien lo crea o altera total o parcialmente, sea que lo uno o lo otro se haga para confeccionar en todo o en parte un documento falso o para modificar uno ya existente.

De todas maneras, se busca con ello obtener prueba de un hecho contrario a la verdad, como en el caso que se puso en conocimiento cuando se pretendió a dos ciudadanos colombianos, otorgar unas calidades personales que no tienen, por lo que la teoría esbozada por la defensa, respecto a la posible selección indebida del tipo penal imputado, no tienen prosperidad.

Con todo y no al ser objeto de impugnación lo atinente a la dosificación punitiva deberá la Corporación impartirle confirmación a la sentencia recurrida.

DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue objeto de impugnación. 

SEGUNDO: Contra esta decisión procede el recurso extraordinario de casación el cual deberá interponerse dentro del término establecido en la ley.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

LEONEL ROGELES MORENO                 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 

Magistrado                                                      Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ         JAIRO ALBERTO LOPEZ MORALES

Magistrado                                                      Secretario

�	 C. S. de J. Sentencia del 11 de mayo de 1999. Magistrado Ponente Fernando Arboleda Ripoll. Criterio reiterado en sentencia del 23 marzo de 2000. Magistrado Ponente Jorge Córdoba Poveda.







